
 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE BAYAMÓN 
PANEL VII 

 

CARMEN RAMOS 

MONTAÑEZ 
 

Recurrida 

 
v. 
 

SUPERMERCADOS 
MÁXIMO INC. DE 

DORADO, INTEGRAND 
ASSURANCE COMPANY, 
SPECIAL POLICE FORCE 

CORPORATION 
 

Peticionario 

 

 
 
 

KLCE201600001 

CERTIORARI 
acogido como 
APELACIÓN 
procedente del 
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Sobre: 
Daños y Perjuicios 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González y las 
Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes.  

 
Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 
 En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2016.  

 Comparece ante nos Supermercados Máximo, Inc. e 

Integrand Assurance Company (Supermax), solicitando revisión de 

una Resolución, emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Toa Alta, (TPI), el 4 de mayo de 2015, y notificada las 

partes el 2 de diciembre de 2015. Mediante la misma, dicho Foro 

declaró “Ha Lugar” la Solicitud de Sentencia Sumaria presentada 

por la señora Carmen M. Ramos Montañez, parte recurrida. 

 El dictamen del cual recurre la parte peticionaria concierne 

una determinación mediante la cual el TPI dictó Sentencia 

Sumaria, adjudicando de forma final sobre parte de las 

reclamaciones instadas en la Demanda. No obstante, es menester 

subrayar que en dicha Sentencia no se cumplió con la formalidad 

estatuida en la Regla 42.3 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V; por consiguiente, no adquirió la finalidad exigida para 

considerarse una sentencia revisable mediante un recurso de 

apelación. Por tal razón, acogemos el recurso ante nos como una 
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petición de Certiorari, y así acogido, expedimos el auto, y 

revocamos el dictamen del Foro a quo.  

I. 

 El 29 de abril de 2014 la Sra. Ramos Montañez presentó 

Demanda en Daños y Perjuicios en la cual alegó haber sufrido 

daños como consecuencia de la negligencia de un empleado de 

Special Police Force, parte co-demandada en el pleito de epígrafe. 

Planteó que la parte a era igualmente responsable en daños, en 

vista del contrato de servicios de vigilancia existente entre Special 

Police Force y Supermax.  

 Por su parte, la apelante presentó Contestación a la 

Demanda, en la cual, entre otras cosas, arguyó no haber incurrido 

en grado alguno de culpa o negligencia, y que la recurrida fue 

observada realizando movimientos sospechosos, razón por la cual 

conforme al protocolo de seguridad existente, se notificó al guardia 

de seguridad. Sustentada en lo anterior, la aquí apelante planteó 

que los alegados daños se debieron a la negligencia exclusiva de la 

Sra. Ramos Montañez, de Special Police Force y/o de terceras 

personas. Así también, la parte apelante presentó Demanda Contra 

Co-Parte, contra Special Police Force y su aseguradora, 

Cooperativa de Seguros Múltiples, a los fines de que respondieran 

directamente a la Sra. Ramos Montañez por los daños alegados por 

ésta en la Demanda. 

 Luego de varios trámites procesales, el 18 de noviembre de 

2014 el TPI anotó la Rebeldía de Special Police Force, toda vez que 

dicha parte no presentó alegación responsiva alguna. 

 Así las cosas, el 31 de diciembre de 2014 la Sra. Ramos 

Montañez presentó Solicitud de Sentencia Sumaria, alegando la 

inexistencia de controversias de hechos sustanciales. En 

respuesta, el 27 de enero de 2015, la parte apelante presentó 

Moción en Oposición a Sentencia Sumaria. Arguyó que la anterior 

Solicitud de la recurrida no cumplía con los requisitos que 
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establece la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 

36, y a su vez la apelante enumeró aquellas alegadas controversias 

genuinas con relación a los hechos materiales del litigio, las 

cuales, a su entender, requerían que el TPI celebrara una vista 

para su atención.  

 El 30 de noviembre de 2015 el TPI emitió Resolución, 

notificada el 2 de diciembre de 2015, en la cual declaró Ha Lugar, 

la Solicitud de Sentencia Sumaria con respecto a Special Police 

Force, a Supermax e Integrand, quedando pendiente de resolver la 

determinación de daños según fueren probados en juicio. De igual 

forma, en esa misma fecha el Foro a quo declaró No Ha lugar la 

Oposición instada por la parte aquí apelante. El anterior dictamen 

fue reducido a escrito el 30 de noviembre de 2015, y notificado a 

las partes el 2 de diciembre de 2015. 

 Inconforme con dicho resultado, el 4 de enero de 2016 la 

parte apelante acudió ante este Foro de Apelaciones mediante 

Petición de Certiorari, en el cual formuló los siguientes 

señalamientos de error: 

Erró el TPI al dar curso a una Solicitud de Sentencia 
Sumaria que incumplió con los más elementales 

requisitos de la Regla 36 de Procedimiento Civil. 
 

Erró el TPI al imponer responsabilidad absoluta al 
principal Supermax por el solo hecho de haber 
contratado al contratista independiente Special Police 

Force. 
 

Erró el TPI al fallar que la mera “intervención” con un 
cliente, por parte del personal privado de seguridad de 
un supermercado, constituye sin más, un acto 

negligente que genera daños. 
 

II. 

 El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar discrecionalmente la 

decisión de un tribunal inferior. Art. 670 del Código de 

Enjuiciamiento Civil de 1933, hoy conocido como Ley de Recursos 

Extraordinarios, 32 L.P.R.A. sec. 3491. El asunto que se plantea en 

el recurso instado por la parte promovente debe tener cabida bajo 
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alguno de los incisos de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, pues el mandato de la Regla 52.1 establece taxativamente 

que “solamente será expedido” el auto de certiorari para la revisión 

de remedios provisionales, interdictos, denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo, admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciaros, 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia y en 

casos que revistan interés público o en cualquier otra situación en 

la cual esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable 

de la justicia. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 337 

(2012).  

Para poder ejercer debidamente nuestra facultad revisora 

sobre un caso, es menester evaluar si a la luz de los criterios 

enumerados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 L.P.R.A. Ap. 

XXII-B, R. 40, se justifica nuestra intervención, pues distinto al 

recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para expedir 

el auto de certiorari. Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 D.P.R. 

834, 837 (1999). Por supuesto, esta discreción no opera en el vacío 

y en ausencia de parámetros para regir nuestra discreción. IG 

Builders Corp. et al. v. 577 Headquarters Corp., 185 D.P.R. 307 

(2012); Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580 

(2011). A estos efectos, la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

enumera los criterios que debemos considerar al momento de 

determinar si procede que expidamos el auto discrecional 

certiorari. IG Builders Corp. et al. v. 577 Headquarters Corp., 

supra. Dicha Regla establece lo siguiente:  

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden 

de mostrar causa:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 

son contrarios a derecho.  
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(B) Si la situación de hechos planteada es la 
más indicada para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la 
prueba por el Tribunal de Primera Instancia.  
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos originales, 
los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados.  
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 
presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.  

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en 
la solución final del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia.  

 
Los criterios antes transcritos nos sirven de guía para poder, 

de manera sabia y prudente, tomar la determinación de si procede 

o no intervenir en el caso en la etapa del procedimiento en que se 

encuentra el caso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 D.P.R. 

83, 97 (2008). 

De otra parte, la Regla 36 de Procedimiento Civil permite al 

tribunal dictar sentencia sumaria sobre la totalidad o sobre parte 

de una reclamación. 32 LPRA Ap. V, R. 36 El propósito principal de 

la sentencia sumaria es favorecer la solución justa, rápida y 

económica de los pleitos civiles que no presentan controversias 

genuinas o reales sobre hechos materiales, por lo que resulta 

innecesaria la celebración de un juicio. Ramos Pérez v. Univisión, 

178 D.P.R. 200, 212 (2010). En estos casos, los tribunales sólo 

tienen que dirimir cuestiones relativas a controversias de derecho. 

Mejías v. Carrasquillo, 185 D.P.R. 288, 299 (2012). En ese sentido, 

el mecanismo de la sentencia sumaria es útil para agilizar el 

proceso judicial y aliviar la carga de trabajo de los tribunales. 

Zapara Berríos v. J.F. Montalvo Cash & Carry, Inc., 189 D.P.R. 414, 

430 (2013). 
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 Sin embargo, la regla general dispone que la sentencia 

sumaria no procede ante la existencia de controversia sobre 

hechos esenciales materiales, o si la controversia del caso está 

basada en elementos subjetivos como: intención, propósitos 

mentales, negligencia o credibilidad. Rivera Rodríguez v. Rivera 

Reyes, 168 D.P.R. 193, 212 (2006); Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 

D.P.R. 294, 301 (1994).  

Al determinar si existe controversia de hechos que impida 

dictar sentencia sumaria, los Tribunales deben analizar los 

documentos que acompañan la solicitud, los incluidos en la 

oposición y los que obran en el expediente. Este análisis persigue 

evitar la privación del derecho de todo litigante a su día en corte, 

en aquellos casos en que existen controversias de hechos legítimos 

y sustanciales que deben ser resueltas en un juicio plenario. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 216-217. Esta 

determinación debe guiarse por el principio de liberalidad a favor 

de la parte que se opone.  

La Regla 36.3 (a) establece los requisitos de forma que una 

moción de sentencia sumaria deberá contener, a saber: (1) una 

exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los asuntos 

litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción, reclamación o 

parte respecto a la cual es solicitada la sentencia sumaria; (4) una 

relación concisa y organizada, con una referencia a los párrafos 

enumerados por la parte promovente, de los hechos esenciales y 

pertinentes que están realmente y de buena fe controvertidos, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen 

los mismos, así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las 

razones por las cuales debe ser dictada la sentencia, 

argumentando el derecho aplicable. 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (a); 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 213; Sucn. Maldonado v. 
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Sucn. Maldonado, supra, pág. 184; Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R. 

308, 332-333 (2004).  

La parte promovente tiene que cumplir con los requisitos 

de forma en la moción, desglosando sus alegaciones en 

párrafos debidamente enumerados y, para cada uno de ellos, 

especificar la página o el párrafo de la declaración jurada y 

cualquier otra prueba admisible que apoye su contención. 

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., 2015 TSPR 70, 193 D.P.R.__ 

(2015); SLG Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R. 414, 432 

(2013) (Énfasis nuestro). Cuando el promovente de la moción 

incumple con los requisitos de forma de la sentencia sumaria, el 

tribunal no estará obligado a considerar su solicitud. Meléndez 

González v. M. Cuebas, Inc., supra. La numeración no es un mero 

formalismo, ni constituye un simple requisito mecánico sin 

sentido. Por el contrario, tiene un propósito laudable, por lo que su 

relevancia es indiscutible y queda claramente evidenciada luego de 

una interpretación integral de las nuevas Reglas de Procedimiento 

Civil adoptadas en el año 2009. De lo contrario, las enmiendas a la 

Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, supra, no tendrían valor 

práctico alguno. Zapata v. J.F. Montalvo Cash & Carry, Inc., supra. 

La parte opositora viene igualmente obligada a contestar de 

forma detallada y específica aquellos hechos pertinentes, para 

demostrar que existe una controversia real y sustancial que debe 

dilucidarse en un juicio. Sin embargo, el hecho de no oponerse, no 

implica necesariamente que proceda dictarse sentencia sumaria, sí 

existe una controversia legítima sobre un hecho material. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, págs. 215-216.  

La parte promovente puede prevalecer por la vía sumaria, si 

presenta prueba incontrovertida sobre todos los elementos 

indispensables de su causa de acción. La promovida puede 

derrotar la moción de sentencia sumaria de tres maneras: (1) si 

establece una controversia real de hechos sobre uno de los 
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elementos de la causa de acción de la parte demandante, (2) si 

presenta prueba que apoye una defensa afirmativa, (3) si presenta 

prueba que establezca una controversia sobre la credibilidad de los 

testimonios jurados que presentó la demandante. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 217.  

Un tribunal al dictar sentencia sumaria, debe: (1) analizar 

los documentos que acompañan la moción que solicita la sentencia 

sumaria y los documentos incluidos con la moción en oposición, y 

aquellos que obren en el expediente del tribunal; (2) determinar si 

el oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones 

de la demanda que no han sido controvertidas o refutadas en 

forma alguna por los documentos. S.L.G. v. S.L.G., 150 DPR 171, 

194 (2000). 

Al momento de enfrentarse ante una solicitud de sentencia 

sumaria, el tribunal deberá presumir como ciertos los hechos no 

controvertidos que surjan de los documentos que acompañan la 

solicitud. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra, pág. 913. Un 

tribunal no deberá dictar sentencia sumaria cuando: (1) existan 

hechos materiales controvertidos; (2) hayan alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surja de 

los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión 

de derecho no proceda. Aunque el tribunal dictará sentencia 

sumaria a su discreción, como regla general, no es aconsejable 

resolver sumariamente casos complejos o que envuelvan 

cuestiones de interés público. Íd., pág. 913-914. 

Procede conceder esta solicitud cuando surge claramente 

que el Tribunal de Primera Instancia “cuenta con la verdad de 

todos los hechos necesarios para poder resolver la controversia”. 

Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra, pág. 299. (Énfasis 

nuestro). Sin embargo, precisa puntualizar que es el análisis de la 

existencia o no de controversias esenciales y pertinentes lo que 
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determina si procede dictar sentencia sumaria y no el que la parte 

contraria no haya presentado su oposición a la solicitud. Es decir, 

el defecto de una oposición a la moción de sentencia sumaria no 

equivale a la concesión automática del remedio solicitado. Ello 

debido a que la concesión de la sentencia sumaria tiene que 

proceder conforme al derecho sustantivo aplicable. Ortiz v. Holsum 

de P. R., Inc., 190 D.P.R. 511 (2014).  

Al cuestionarse ante este Tribunal la corrección de una 

sentencia sumaria, procede que utilicemos los mismos criterios 

que el foro a quo para determinar si ésa era la manera correcta en 

derecho de disponer del caso. Vera v. Dr. Bravo, supra, pág. 334. 

Hasta recientemente, al evaluar dictámenes de esta índole, 

estábamos limitados a aplicar los criterios enunciados en la 

jurisprudencia para determinar si procedía tal dictamen o no. Sólo 

podíamos considerar los documentos que tuvo ante sí el foro 

apelado. Íd., a las págs. 334-335, lo cual quedó vigente. En 

segundo lugar, nuestra determinación quedaba limitada a evaluar 

“si existía o no alguna controversia genuina de hechos esenciales o 

medulares, y si el derecho se aplicó de forma correcta”. Íd., pág. 

335; Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra.  

 Las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009 

aportaron cambios importantes en el trámite de las solicitudes de 

sentencia sumaria dirigidos a facilitar la labor adjudicativa de los 

tribunales y promover de este modo su utilización. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra. Refiriéndose a la Regla 36, en Zapata Berríos v. 

J.F. Montalvo, supra, pág. 430, el Tribunal Supremo expone que 

mediante estas nuevas disposiciones nuestro ordenamiento 

procesal expresamente le exige a la parte oponente examinar cada 

hecho consignado en la solicitud de sentencia sumaria y, para 

todos aquellos que considera que existe controversia, identificar el 

número del párrafo correspondiente y plasmar su versión 

contrapuesta fundamentada en evidencia admisible. Indica que la 
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numeración no es un mero formalismo, ni constituye un simple 

requisito mecánico sin sentido. Por el contrario, tiene un propósito 

laudable, por lo que su relevancia es indiscutible y queda 

claramente evidenciada luego de una interpretación integral de las 

enmiendas acogidas en el 2009. De lo contrario, las enmiendas a la 

Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, supra, no tendrían valor 

práctico alguno.  

Así las cosas, en virtud del caso Carlos Iván Meléndez 

González etc. v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, 

Opinión de 21 de mayo de 2015, 193 D.P.R.___ (2015), 2015 TSPR 

70, el Tribunal Supremo estableció el estándar que debe utilizar el 

Tribunal de Apelaciones al momento de revisar denegatorias o 

concesiones de Mociones de Sentencia Sumaria. Concretamente, 

dispuso lo siguiente:  

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. 
Dr. Bravo, supra, a saber: el Tribunal de Apelaciones 

se encuentra en la misma posición del Tribunal de 
Primera Instancia al momento de revisar Solicitudes 

de Sentencia Sumaria. En ese sentido, está regido por 
la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y aplicará 

los mismos criterios que esa regla y la jurisprudencia 
le exigen al foro primario. Obviamente, el foro apelativo 
intermedio estará limitado en el sentido de que no 

puede tomar en consideración evidencia que las partes 
no presentaron ante el Tribunal de Primera Instancia y 

no puede adjudicar los hechos materiales en 
controversia, ya que ello le compete al foro primario 
luego de celebrado un juicio en su fondo. La revisión 

del Tribunal de Apelaciones es una de novo y debe 
examinar el expediente de la manera más favorable a 

favor de la parte que se opuso a la Moción de 
Sentencia Sumaria en el foro primario, llevando a cabo 
todas las inferencias permisibles a su favor.  

 
Segundo, por estar en la misma posición que el foro 
primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su 
Oposición cumplan con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, 
supra, y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF 
Montalvo, supra.  

 
Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia 

dictada sumariamente, el Tribunal de Apelaciones 
debe revisar si en realidad existen hechos materiales 
en controversia. De haberlos, el foro apelativo 

intermedio tiene que cumplir con la exigencia de la 
Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró 
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que están en controversia y cuáles están 
incontrovertidos. Esta determinación puede hacerse 

en la Sentencia que disponga del caso y puede hacer 
referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 
Sentencia. 

 

Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, el foro 
apelativo intermedio procederá entonces a revisar de 
novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 
correctamente el Derecho a la controversia. Íd. 

 

El Tribunal Supremo sostuvo que el estándar de revisión 

judicial de las sentencias adjudicadas sumariamente responde a la 

intención de cumplir con el contenido de la Regla, pues 

independientemente del resultado de la moción, su adjudicación 

“tiene el efecto de establecer los hechos que están controvertidos y 

aquellos que no lo están”. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., 

supra. La determinación de los hechos controvertidos y los que no 

lo están a nivel apelativo adelanta el litigio, reduce el tiempo y 

recursos invertidos, evitando que las partes queden “en la misma 

posición que estaban previo a la presentación de la Moción de 

sentencia sumaria, atrasando así el litigio de manera 

injustificada”. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc., supra. De 

igual forma, facilita el proceso de revisión judicial de la última 

instancia judicial. Íd. El nuevo estándar de revisión judicial a nivel 

apelativo no exime al foro primario del cumplimiento con la Regla 

36.4. En aquellos casos en que el foro primario no cumpla con lo 

que exige la Regla 36.4, esta segunda instancia judicial devolverá 

el caso para que el tribunal apelado cumpla con los requisitos 

procesales. 

III. 

 Luego de entender sobre el recurso instado por la apelante, a 

la luz de la norma anteriormente citada, colegimos que los 

señalamientos formulados por dicha parte ostentan mérito en 

Derecho.  
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 Tras evaluar la Moción de Sentencia Sumaria presentada por 

la Sra. Ramos Montañez, bajo la óptica del ordenamiento vigente 

antes reseñado, el cual nos sitúa en la misma posición del 

Tribunal de Primera Instancia para revisar Solicitudes de 

Sentencia Sumaria, entendemos que mediante la misma, la 

promovente no cumplió con los requisitos establecidos por la Regla 

36 de Procedimiento Civil, supra. La promovente del dictamen 

sumario incumplió con los requisitos de forma y de sustancialidad 

que exige la norma citada, al carecer su Moción de un desglose 

enumerado de aquellos alegados hechos que arguye 

incontrovertidos. Más aún la referida solicitud carece de una 

propia identificación de documentación u prueba admisible en 

evidencia, que acredite y sustente la inexistencia de controversia 

real y sustancial sobre la totalidad de las alegaciones que la aquí 

recurrida formula en la acción instada.  

 Recalcamos que las exigencias que dispone la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, no pueden ser reducidas a un mero 

formalismo, ni constituyen un simple requisito mecánico sin 

sentido, sino que su propósito y su relevancia es indiscutible en 

pro del objetivo que dicho remedio persigue de arribar a una 

solución rápida siempre y cuando existan hechos materiales 

incontrovertidos. Por ende, ante el incumplimiento de dichos 

requisitos de la sentencia sumaria, el tribunal no estaba obligado a 

considerar la solicitud de la recurrida. 

 No empece a lo anterior, el TPI, incorrectamente entendió 

como suficiente en Derecho la solicitud de Sentencia Sumaria 

instada por la Sra. Ramos Montañez, y declaró Con Lugar la 

misma; esto, mediante una Resolución la cual, a su vez, incumple 

con los requisitos que el ordenamiento jurídico le impone al 

juzgador al momento de disponer sumariamente. Además, surge 

del dictamen aquí impugnado, que el mismo carece igualmente de 
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un listado numerado en el cual se indicara los hechos 

incontrovertidos. 

 Acentuamos que el resultado al cual hemos llegado, atiende 

el incumplimiento de los requisitos de forma que tanto la Regla 36 

de Procesal Civil, como la jurisprudencia interpretativa requieren. 

En vista de lo anterior, entendemos que la Moción instada por la 

recurrida fue insuficiente en Derecho para sustentar su solicitud 

de carácter sumario. Así también, concluimos que la 

determinación del TPI, objeto del recurso ante nos, es totalmente 

errada e inoficiosa al no cumplir el Foro a quo con los requisitos 

que la nueva normativa jurídica requiere para emitir un dictamen 

sumario. 

IV. 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, expedimos el auto de 

Certiorari, y revocamos la Resolución objeto del presente recurso, 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, al ser la misma 

improcedente en Derecho. Se devuelve el caso al Foro a quo para la 

continuación de los procedimientos conforme a lo aquí resuelto. 

Notifíquese a todas las partes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


